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SEÑORA PRESIDENTA (Montaner).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el gusto de recibir a la delegación del Centro de Propietarios de Ómnibus de Turismo- 
Uruguay, CEPROTUR, integrada por la doctora Angela Delpino Artigas y por los señores José Alonso 
González y Eduardo Fernández Camejo. 


SEÑOR ALONSO.- En mi calidad de Presidente fui notificado por la Dirección Nacional de Transporte 
de un proyecto elaborado por los técnicos del Ministerio, modificativo del Decreto N” 230/97, que 
regula todo lo relacionado con la línea regular de transporte por carretera y, a su vez, con el transporte 
no regular, llamado ocasional o de turismo. Indudablemente, esto nos ha alarmado, por lo que hemos 
pedido una entrevista con la Comisión. Nos llama poderosamente la atención que este proyecto esté 
firmado por dos asesores letrados del Ministerio. Para nosotros allí se viola flagrantemente la 
Constitución y la libertad de trabajo. Además, este proyecto dejaría sin trabajo a nuestro sector, el no 
regular, que se dedica al transporte turístico, de clubes deportivos, de escuelas, de colegios. Creo que en 
este sentido es muy importante la opinión de la doctora. 


A su vez, al transporte turístico también está regulado por el Decreto N* 3/97 del Ministerio de Turismo. Es 
decir que estamos regulados, tanto por el Decreto N* 230/97 del Ministerio de Transporte, Comunicaciones y 
Obras Públicas, como por el Decreto N* 3/97 del Ministerio de Turismo. Desde 1997 a la fecha hemos venido 
luchando para que se combatiera ese informalismo y esa alarmante ilegalidad, pero nuestras palabras han 


caído en saco roto. Elevamos un proyecto para modificar el Decreto N* 230/97, a fin de que los controles 
fueran más efectivos, se regulara mejor la actividad y el ciudadano viajara con los avales correspondientes en 
caso de incumplimiento en el servicio, pero hasta el momento no hemos logrado nada. Eso habla de la 
ineficacia de estos dos Ministerios en ese sentido. 


Este proyecto todavía está a estudio del Ministerio, pero reitero que nos alarma que haya sido firmado por 
dos asesores letrados. Además, en este proyecto solamente se contempla lo elaborado por ANEP; nuestras 
inquietudes no fueron tomadas en cuenta y eso me preocupa muchísimo. Me da la impresión de que este tema 
no está siendo tratado con objetividad, basándose en lo jurídico, en las leyes y decretos del Estado, sino que 
está siendo manejado a cierto nivel político. Y ahí nosotros llevamos las de perder, porque todos los 
transportistas turísticos somos pequeñas empresas y las regulares son muy poderosas. 


Me gustaría que la doctora diera su punto de vista. 


SEÑORA DELPINO.- Voy a hacer un "racconto" de lo que jurídicamente entendemos que son 
desprolijidades. 


La actividad regular del transporte colectivo de pasajeros está establecida en el Decreto N* 228. Nuestra 
actividad, el transporte ocasional no regular, donde se incluye el transporte turístico, está regulada por el 
Decreto N* 230. 


En este proyecto de modificación del Decreto N* 230, vigente, encontramos que hay artículos que establecen 
prioridades para realizar la actividad de transporte ocasional a empresas de servicio regular. 


SEÑOR ROSSI.- ¿Tienen el texto de la disposición que se está comentando? 
SEÑOR ALONSO.- Vamos a entregar una copia a la Comisión. 


SEÑORA DELPINO.- Por un lado, está el artículo 11 de este proyecto de modificación del Decreto 
N* 230/97, que establece lo siguiente: "Servicios particulares propios. Se consideran tales los servicios 
que se presten por instituciones privadas, en su beneficio o para el cumplimiento de sus fines, con 
vehículos de su propiedad, cualquiera sea la capacidad de los mismos.- Servicios particulares 
contratados. Se consideran tales aquellos servicios de transporte colectivo contratados por empresas 
comerciales o Instituciones de otra naturaleza, para el transporte de su personal, prestados en su 
beneficio, cualquiera sea la capacidad del vehículo que se utilice.- Cuando existan empresas de 
servicios regulares” -acá es donde encontramos las irregularidades- "que desarrollen actividad en la 
zona donde está situada la empresa comercial o institución contratante, la contratación de dichos 
servicios deberá realizarse con las empresas de servicios regulares". 


Entonces, nosotros nos preguntamos lo siguiente. Si este es un decreto que regula la actividad del transporte 
ocasional de pasajeros, ¿por qué se le está dando, para un servicio típicamente no regular u ocasional, 
prioridad o privilegios para su realización a empresas de servicios regulares que ya tienen, de por sí, la 
concesión o permiso para la explotación de la línea, con los usuarios cautivos, y que supuestamente ya 
realizaron un balance previo a la intervención en la licitación pública correspondiente de si esa línea le va a 
ser rentable o no? Si ya tienen esos beneficios, ¿por qué otorgarle otros adicionales en detrimento de... 


SEÑOR AMARO CEDRÉS.- ¿Cuál es la cantidad de empresas que no están dentro del transporte 
regular y que son empresas de transporte de turismo? 


SEÑORA DELPINO.- Aproximadamente 3.000. 


Actualmente, con los Decretos vigentes, las dos actividades tienen perfectamente delimitado su campo de 
actividad. Por una parte, están los servicios públicos realizados por las empresas concesionarias o 
permisarias. Esos servicios públicos están exclusivamente destinados a aquellos que obtuvieron la 
explotación del servicio a través de una licitación o de un permiso, con todas las formalidades del caso. Por 
otra parte, está el otro ámbito de actividad: los servicios de transporte colectivo de personas por carretera no 


regulares -o sea que no tienen una frecuencia ni horarios determinados-, es decir, los servicios ocasionales 
que deben estar estrictamente controlados por la administración. 


Lo que nosotros vemos en este proyecto de Decreto es que se está violando la órbita de trabajo -que hasta la 
fecha había sido respetada- a las empresas que en forma legítima están realizando servicios ocasionales. Se 
está acotando el mercado de trabajo para estas empresas de transporte de pasajeros por servicios no regulares, 
que si la prestación no se da obligatoriamente a las empresas de servicios regulares, por lo menos, tienen la 
preferencia para su realización. 


Entonces, nosotros preguntamos dónde queda el ámbito de actuación para las empresas de transporte no 
regulares -que hasta la fecha habían sido admitidas y reguladas por la Dirección Nacional de Transporte- si su 
ya estrecho margen de trabajo debido a la situación reinante se ve afectado por los privilegios que otorgan las 
normas a empresas que ya tienen de por sí la concesión del permiso para la realización de servicios de línea 
regulares y públicos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Después de la explicación brindada me gustaría que se diera lectura 
nuevamente a la norma modificativa. 


SEÑORA DELPINO.- Las normas donde se otorgan esos privilegios son varias, pero las voy a resumir. 
Acá se habla de servicios particulares, o sea, cuando se regulan los servicios particulares que son 
típicamente servicios ocasionales; están en la norma que regula los servicios ocasionales, por oposición 
a los servicios regulares, que figuran en el Decreto N” 228 del año 1991. 

SEÑOR ROSSI.- ¿De qué fecha es esta modificación? 

SEÑORA DELPINO.- Es actual. Hace pocos días fuimos llamados, en la persona del Presidente de la 
Asociación, y se notificó oficialmente por parte de la Dirección Nacional de Transporte de este proyecto 
modificativo que aún está a estudio, como decía el señor Alonso. Sin embargo, nosotros ya lo vemos 
plasmado, escrito y notificado a la Asociación, y nos genera una preocupación lógica. 

SEÑOR AMARO CEDRÉS.- Quiere decir que se los notifica en carácter de consulta. 

SEÑORA DELPINO.- Se nos notifica de la existencia. 


SEÑOR AMARO CEDRÉS.- Pero en carácter de consulta. No conozco el procedimiento del 
Ministerio, pero si no está aprobado le están pidiendo opinión. 


SEÑORA DELPINO.- Esto fue extraoficial. Nosotros ya habíamos sido consultados previo a la 
elaboración de este proyecto de decreto y nos opusimos terminantemente. Fuimos consultados de 
manera informal. Fuimos llamados a una reunión cuando se lo estaba elaborando, pero no se tomó en 
cuenta nuestra opinión. De ahí nuestra preocupación. 


SEÑOR AMARO CEDRÉS.- Entonces, ¿a ustedes los notifican o se enteran extraoficialmente? 
SEÑORA DELPINO.- Nos notificaron formalmente. 

SEÑOR AMARO CEDRÉS.- De que se está elaborando un proyecto tentativo. ¿Interpretamos bien? 
SEÑOR ALONSO.- No hay una resolución. 


SEÑORA DELPINO.- Obviamente, esto no está aprobado, ni está elevado al Poder Ejecutivo. 


SEÑOR ROSSI.- Puede ser una resolución del propio Ministro; no necesariamente es un decreto. 


SEÑORA DELPINO.- Tenemos entendido que está en la órbita de la Dirección Nacional de 
Transporte. De ahí nuestra preocupación, antes de que esto siga avanzando. Nuestro disgusto frente a 
este proyecto ya lo manifestamos extraoficialmente. También lo vamos a hacer oficialmente. 


El artículo 11 expresa: "Servicios particulares propios. Se consideran tales los servicios que se presten por 
instituciones privadas, en su beneficio o para el cumplimiento de sus fines, con vehículos de su propiedad, 
cualquiera sea la capacidad de los mismos.- Servicios particulares contratados. Se consideran tales aquellos 
servicios de transporte colectivo contratados por empresas comerciales o instituciones de otra naturaleza, 
para el transporte de su personal, prestados en su beneficio, cualquiera sea la capacidad del vehículo que se 
utilice". Ahora comienza la preferencia para la realización del servicio, otorgada por la norma: "Cuando 
existan empresas de servicios regulares que desarrollen actividad en la zona donde está situada la empresa 
comercial o institución contratante, la contratación de dichos servicios deberá realizarse con las empresas de 
servicios regulares”. 


SEÑOR ROSSI.- ¿Podrían darnos un ejemplo? 
¿Me permite, señora Presidenta? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Justamente, estábamos viendo que la próxima semana viene el señor Lucas 
Facello. Se trataba de una coordinación sobre el tema. 


SEÑOR ROSSI.- ¿Qué pasaría, por ejemplo, en una institución comercial cualquiera que requiriera 
servicios para ir de Montevideo a Pando? En ese caso, se considera que esa institución puede comprar 
vehículos propios para cumplir el servicio, contratar vehículos para negociar directamente el servicio 
o, de lo contrario, dar prioridad a la empresa regular que cumple el servicio Montevideo-Pando, como 
puede ser Carlucho o COPSA. 


SEÑORA DELPINO.- Yo no estoy de acuerdo. La empresa no tiene libertad de contratar. El proyecto 
dice: "Cuando existan empresas de servicios regulares que desarrollen actividad en la zona donde está 
situada la empresa comercial o institución contratante, la contratación de dichos servicios deberá 
realizarse con las empresas de servicios regulares". No se dice "podrá realizar". Pero eso no es todo. 


SEÑOR ALONSO.- No sé si la doctora interpretó bien lo que el señor Diputado Rossi quería 
preguntarle. 


SEÑOR ROSSI.- Yo entendí. 

SEÑOR ALONSO.- Esa empresa -un club de fútbol, una escuela o lo que sea- que necesita un servicio 
de transporte de Montevideo a Minas, a la hora que sea -a los 9 de la mañana para regresar a las 10 de 
la noche, por ejemplo; no está condicionado a horarios ni a nada-, simplemente, tiene el derecho de 


contratar el vehículo que ella quiere. Pero si de Montevideo a Minas existe una empresa de línea 
regular, tiene obligatoriamente que hacerlo por la línea regular. 


SEÑORA DELPINO.- Perdón. No por la línea regular. 
(Diálogos) 


SEÑOR AMARO CEDRÉS.- Para tenerlo claro, ¿hay algún lugar del país donde no haya línea 
regular? 


SEÑORA DELPINO.- Supuestamente, los servicios públicos tienen que llegar a todos los potenciales 
usuarios. 


SEÑOR ROSSI.- Hasta Blanquillo lo tiene. 


SEÑORA DELPINO.- Lo que quería explicar es que no se realizaría el servicio a través de la línea 
regular sino que la empresa de línea regular debería prestar un servicio ocasional para la realización 
de ese transporte. Ese no es un servicio regular sino ocasional. Allí es donde nosotros decimos que se 
está violando la esfera de trabajo de los servicios no regulares, que hasta la fecha -y de acuerdo con los 
Decretos- estaban delimitados. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiere decir que eso determina una clara preferencia hacia las empresas de 
servicio regular. 


SEÑORA DELPINO.- Y ya no dentro de su esfera de actividad, que es la explotación de servicios de 
línea, sino en la esfera de actividad de los servicios no regulares u ocasionales. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En esa línea, entonces, va la nueva norma. 


SEÑORA DELPINO.- En el decreto que reglamenta la actividad de los servicios no regulares se están 
otorgando privilegios para la explotación de servicios no regulares a empresas de servicios regulares. Y 
este no es el único artículo. El artículo 19 va más allá, porque inclusive coarta la libertad de los 
organismos públicos para la contratación de sus servicios de transporte. Dice lo siguiente: "Las 
empresas de transporte colectivo de personas por carretera que sean titulares de permisos y/o 
concesiones de servicios regulares, gozarán de prioridad absoluta para prestar servicios de transporte 
colectivo terrestre de pasajeros que necesiten contratar los Organismos de la Administración Central, 
Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y toda otra persona de Derecho Pública estatal.- Las 
personas públicas a que refiere este artículo solo podrán contratar a otras empresas diversas de las 
antes indicadas, una vez que hayan consultado por escrito a las primeras y las mismas no puedan 
cubrir esa demanda.- A tales efectos dichas empresas deberán estar debidamente inscriptas en el BPS y 
la DGI y encontrarse en situación regular de pago de sus obligaciones fiscales.- Toda vez que un 
organismo público brinde cobertura de transporte de carácter nacional a sus usuarios y lo quiera 
hacer mediante contrato de arrendamiento con pago mensual, entrega de órdenes transporte o dinero, 
ello deberá efectuarse necesariamente de acuerdo a lo establecido en el presente artículo.- Toda 
contratación de servicios de transporte por cualquier persona de Derecho Público que se realice en 
violación de estas normas, será denunciada ante la DNT, a los efectos que por derecho correspondan". 
Otra vez la norma está otorgando preferencia para la realización de servicios públicos no regulares a 
empresas concesionarias o permisarias de línea, y a través de una norma que regula los servicios no 
ocasionales. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Qué artículo leyó anteriormente? 
SEÑORA DELPINO.- Leí los artículos 11 y 19. 


Ahora vamos a referirnos a la clasificación de los servicios que figura en el artículo 3%, que, más allá de que 
discrepamos con ella -que sería un detalle frente al resto de las cuestiones que nos preocupan-, dice lo 
siguiente: "(...) a los efectos del presente Decreto los servicios no regulares se clasifican en: a) Servicios 
Turísticos, cualquiera fuera su categorización, b) Servicios Ocasionales c) Servicios de Transporte Escolar d) 
Servicios de Transporte Colectivo Oficial e) Servicios Particulares Propios y, f) Servicios Particulares 
contratados.- (...)". La clasificación contenida en los literales a) y b) es confusa porque los servicios turísticos 
no son servicios regulares. La base de estos dos decretos es distinguir los servicios regulares, Decreto N* 228, 
y los servicios ocasionales, el Decreto N* 230, Ahora, dentro del Decreto N* 230, los servicios turísticos y los 
servicios ocasionales son la misma cosa; no se puede hacer una subclasificación de los servicios no regulares 
en ocasionales, porque los no regulares son ocasionales. Pero el artículo 8”, cuando habla de los servicios 
ocasionales y explicita la clasificación que se había realizado en el artículo 3*, en su literal c), establece: "los 
servicios nacionales o internos, promovidos dentro del territorio nacional y en ocasiones puntuales, por 
instituciones de enseñanza, culturales, religiosas o deportivas, con un interés social", es decir que los 
consideran servicios ocasionales. Y a continuación dice: "Cuando exista una empresa de servicios regulares 
que atienda la zona donde se genera esa demanda, tendrá preferencia par atenderla". Otra vez aparece el 
privilegio para la realización de servicios ocasionales a empresas de servicios regulares. Además, no dice que 


ese servicio va a ser cubierto por el de línea regular, sino que va a ser realizado a través de un servicio 
ocasional, fuera de lo que es la línea. 


A grandes rasgos, estas son algunas de las preocupaciones que tenemos. Pero después tenemos como gran 
preocupación la referida al Capítulo VI, De las Infracciones y Sanciones, donde, para nosotros, otra vez se 
beneficia a través de este Decreto a las empresas de línea, porque ya en la primera norma del Capítulo -el 
artículo 22- empieza prohibiendo y sancionando severamente cualquier actividad que pueda presumirse -no 
probarse- que está violando un servicio regular. El artículo 22 dice lo siguiente: "Toda actividad de transporte 
colectivo de personas desarrollada con cualquier tipo de vehículos, cualquiera fuera su capacidad o el lugar 
por el que transiten, en infracción a las normas contenidas en el presente Decreto, se presumirá violación al 
servicio público de transporte colectivo de personas y como tal será pasible de las sanciones que se 
establecen a continuación. La presunción establecida operará cuando: a) se presten servicios por empresas no 
autorizadas para realizar servicios regulares, con la periodicidad y permanencia que evidencien 
objetivamente la existencia de competencia desleal con las empresas concesionarias de servicios regulares 
que atienden recorridos similares," -reitero: similares- "aunque los servicios prestados en infracción no 
posean horarios ni lugares fijos de salida o llegada y cualquiera fuera la capacidad del o los vehículos 
utilizados; b) se utilice cualquier modalidad de transporte colectivo terrestre a través de la cual se viole la 
normativa vigente en materia de transporte regular de pasajeros, cualquiera fuera la periodicidad y forma de 
dicha prestación; c) se realice cualquier forma de servicio no autorizado, en forma periódica o no". 


Por su parte, el artículo 23 dice: "Sin perjuicio de la aplicación estricta del principio de presunción" -o sea 
que le da categoría a la presunción de principio- "de violación de servicio público establecido en el artículo 
precedente, serán consideradas infracciones sujetas a sanción: a) la realización, por cualquier vehículo, 
cualquiera fuere su capacidad, de un servicio de transporte colectivo de pasajeros no autorizado; así como la 
realización de un servicio que lesione a un servicio regular debidamente autorizado", y después sigue con 
otro tipo de sanciones. 


Nos llama la atención que las sanciones más severas, que en el artículo 24 se establecen hasta en 850 UR, se 
aplicarían por violación al literal e), o sea presumir que se viola de cualquier manera un servicio regular 
autorizado, cuando existen otras infracciones que entendemos que deberían sancionarse con esta severidad. 
La presunción de la realización de un servicio que supuestamente viola un servicio regular se sanciona con 
800 UR y con el retiro del permiso nacional de circulación, lo que implicará la prohibición de circulación del 
vehículo en infracción. En cambio, no poseer certificado de aptitud técnica está sancionado con una multa de 
20 UR a 200 UR. Me pregunto qué es más importante, ¿preservar la seguridad de los usuarios de los 
servicios de transporte colectivo, y por tanto, sancionar más severamente la violación de normas que hacen a 
la seguridad del pasajero -como tener el certificado de aptitud técnica al día- o bien preservar los derechos de 
las empresas que explotan servicios de línea? Por eso, nos extraña que se sancione mucho más severamente 
la presunción de violación de un servicio de línea que el hecho de no poseer el certificado de aptitud técnica 
de un vehículo que está prestando un servicio. También hay otras irregularidades, como establecer sanciones 
más severas para no poseer seguro obligatorio de responsabilidad civil contractual o extracontractual que, 
como sabemos, sirve a los efectos indemnizatorios luego de producido un daño, y la sanción es mucho menos 
severa para aquel que no tiene certificado de aptitud técnica. Si sancionáramos más severamente a quien no 
tiene este certificado estaríamos impidiendo el daño y ya no tendríamos que considerar si tiene o no seguro. 


Además de todo aquello que entendemos que viola los derechos al trabajo de nuestros agremiados, también 
hay otras violaciones a los derechos de los usuarios, y, como ya dijimos, también a la libertad que deben tener 
los organismos públicos de contratar servicios atendiendo a la calidad o a la economía de los servicios, sin 
verse obligados a contratar a empresas de línea regular. 


SEÑOR ROSSL.- Quisiera formular algunas preguntas, si se estima oportuno. Está claro cuál es el 
objetivo de esta disposición: procura eliminar las llamadas actividades informales, algunas de las 
cuales afirmo que se han promovido desde hace un tiempo, y al pretender eliminarlas tiran el agua con 
todo lo que está dentro. Ese es el objetivo concreto. Después veremos cómo está integrada la gremial de 
ustedes, si es que ustedes tienen los elementos para contestar. 


Por ejemplo, se establece un nuevo órgano de control que dice que está representado por dos gremiales. 
¿Cuáles son? 


SEÑORA DELPINO.- Son ANETRA y Grupo 12. 


SEÑOR ROSSI.- Para empezar a entender el tema. Acá hay una enorme presión que desde hace 
mucho tiempo y con razón se está ejerciendo por parte de las empresas regulares para la eliminación 
de una competencia absolutamente informal que liquida los servicios regulares de transporte. Con ello 
se está perjudicando a los usuarios que dependen exclusivamente del transporte colectivo, sobre todo a 
los que están en peores condiciones. ¿Por qué? Porque nadie va a hacer servicios para la persona que 
está más lejos o fuera de los circuitos regulares, ya que eso se cumple solamente con las líneas 
regulares. Por lo tanto, si se elimina la posibilidad del funcionamiento del transporte colectivo regular, 
se está eliminando el transporte de los que más necesitan. Eso pasa en el transporte nacional y también 
en el de Montevideo. 


Pero ¿qué pasa? Ese legítimo derecho de las empresas regulares de transporte organizadas en esta gremial me 
parece que se está buscando imponer a través de una norma que no podrá superar la realidad, como ya nos 
pasó con el transporte profesional de carga, que ahora estamos discutiendo para ver si podemos encontrar 
alguna gambeta por la que se reconozca la realidad. ¿Por qué? Porque históricamente ha existido en el país 
toda una serie de empresas constituidas, que seguramente integran la gremial, que realizaban una serie de 
servicios ocasionales. Es cierto; a esas empresas, agremiadas o no, ahora se agrega una serie de personas que, 
fruto de la situación económica general que se vive e, inclusive, de políticas de incentivo y demás, fueron 
incorporando determinados vehículos, desde los chicos hasta las camionetitas de 12 y 18 pasajeros, que están 
realizando la competencia de las formas más diversas. 


Es muy difícil resolver el problema sin separar la paja del trigo. A esto se agrega otro elemento, que veo acá 
de pasada, en esta primera lectura que nos está adelantando; desde hace tiempo, a mi entender, en forma 
irregular, se está desarrollando -acá no hay nadie que esté libre de culpa- una política de contratación de 
vehículos por parte de los organismos del Estado -repito: nadie está libre de culpa- que, de alguna manera, 
está debilitando o interfiriendo con el transporte regular pero también con otras categorías de transporte, 
como remises y demás, que quedan sin función a realizar. Ustedes me contestaron las dos agremiaciones que, 
presumiblemente, estarían integrando este órgano de control. ¿Cómo está integrada la gremial de ustedes? 
¿Cuáles son los sectores que están influyendo y que están protegiendo? Porque si ustedes me dicen que la 
organización cobija al conjunto de vehículos que se han integrado a los servicios de transporte de cualquier 
manera, tengo que empezar a ver qué es lo que hay que defender y lo que no hay que defender. 


Entonces, me gustaría saber cómo está integrada la gremial de ustedes y cómo ven este fenómeno, que no 
podemos eludir, porque si hablamos de este decreto tenemos que hablar del tema que se está discutiendo. Es 
cierto; en una situación de descalabro económico, lo más común es que aparezca la lucha entre trabajadores y 
empresarios, y ¿quién pierde? Siempre el que cae primero es el más chico. 


SEÑOR ALONSO.- Nuestra asociación está integrada por todo lo que es transporte no regular, dentro 
del cual está lo que ellos llaman ocasional y el transporte turístico. El ocasional lo consideran todo 
aquel tipo de traslado de un club deportivo y de otros tipos, que llaman turismo secundario. Después 
está el turismo, que hace receptivos, que recibe grupos de turistas extranjeros, que hace excursiones a 
las termas, a Colonia, a Punta del Este, a Florianópolis, a Cataratas o a donde sea. Pero dentro de este 
transporte ocasional hay muchísimos informales, a los que nosotros combatimos. Hemos pedido al 
Ministerio de Turismo y al Ministerio de Transporte y Obras Públicas que los combatan, porque junto 
a los que pagamos, los que cumplimos con el Banco de Previsión Social, con la Dirección General 
Impositiva, con el certificado de aptitud técnica, con el aval de Ministerio de Turismo, y ahora con el 
IVA al transporte, que lo hacemos con gran sacrificio y no sabemos hasta cuándo, existe toda esa gama 
brutal de informales que se ha producido en el país por incompetencia de los propios Ministerios, 
porque no los han controlado. 


El señor Diputado Rossi recordará que cuando los peajes eran del Estado -no voy a discutir si ahora siendo 
privados están mejor o peor; vamos a dejar eso de lado-, cada vez que había que pasar por un peaje se exigía 
el permiso y lo sellaban. Cada vez que voy a realizar un viaje a Minas, a Río de Janeiro o a donde sea, tengo 
que sacar un permiso en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, donde debo indicar -por eso es 
transporte no regular, porque no está sujeto a horarios ni a nada- el día que me voy, por qué rutas voy a 
transitar, qué frontera voy a cruzar y qué día regreso. Todo eso lo debo establecer en ese permiso que me 


otorga el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Antes, al pasar por cualquier peaje, primero que nada se 
pedía el permiso. Si no lo tenía, no pasaba. ¿Por qué? Porque estaba eludiendo pagar los impuestos al Estado. 
El famoso 5%, que ahora lo derogaron porque nos pusieron el IVA. Pero actualmente, como las concesiones 
de los peajes son privadas, lo que les importa es que los ómnibus paguen, no si van con permiso, si tiene 
frenos o si va con las cubiertas lisas. Porque el certificado de aptitud técnica se otorga una vez al año; hay 
que llevar el vehículo y le cobran tres mil y pico de pesos para dictaminar si las cubiertas, los amortiguadores 
y los frenos están bien 


Eso le da seguridad a la población, pero como nadie controla, ahí se produce toda esa gama brutal de 
informales, que nosotros combatimos. Hemos pedido de rodillas a los distintos Ministros de Turismo y al 
señor Ministro de Transporte y Obras Públicas que por favor controle. Ellos le van a decir que controlan; de 
vez en cuando controlan. Pero usted tiene que hacer un control, no digo en forma permanente, pero de vez en 
cuando salir a ver las rutas, porque enseguida cunde la alarma de que está el Ministerio y todos se cuidan. 
Estamos cansados de hablar con el Ministerio de Turismo, que no regula. Para hacer turismo debo tener un 
aval, que el Ministerio cobraba US$ 1.000 por año. ¿Sabe por qué? Puede ser que usted me contrate a mí, o 
que tenga a su hijo o a su nieto en un colegio. ¿No ha visto los ómnibus cargados de niños? A veces con 
ochenta niños, cuando el ómnibus tiene cuarenta asientos, con cubiertas lisas, sin frenos. Eso es alarmante; no 
se contrata los ómnibus que tienen todo al día, sino al más barato. Nosotros también combatimos ese 
transporte. En ese caso, estamos totalmente de acuerdo con la línea regular; no debe verse perjudicada la 
línea regular. Pero no queremos que no se nos respete nuestra fuente laboral. Si todo lo va a hacer la línea 
regular, las tres mil empresas que hay por ahí desaparecen todas, ¿y qué hacemos? Ese es el grave problema. 


Al doctor Pedro Bordaberry le dijimos: "Mire doctor: si yo me voy a Florianópolis o a las termas y a mí doña 
María me contrata para organizar una excursión, y si yo le digo que le voy a dar un hotel cinco estrellas y 
diez comidas y después le doy una pensión y no le doy comida, esa persona tiene derecho a protestar y a 
elevar una nota al Ministerio de Turismo diciendo que se incumplió con lo que se le cobró". Para eso hay que 
tener un aval. Si una persona reclama ante el Ministerio de Turismo, se hace pagar al damnificado por la 
estafa que se le hizo. Pero como el aval valía US$ 1.000, le dijimos: "Es imposible que una camionetita o el 
dueño de un ómnibus o de un micro pueda pagar US$ 1.000 de aval al Ministerio de Turismo". Nos dijo: 
"No, pero eso es el Banco de Seguros". Y contestamos: "Sí, pero usted exige US$ 80.000". Hay una garantía 
por ese valor y el Banco de Seguros cobra US$ 1.000. ¿Sabe lo que hemos logrado ahora? Que el Banco de 
Seguros lo baje a US$ 50.000. Nosotros le hicimos ver que ese aval no significa lo mismo para todos; eso es 
lo que paga una agencia de viajes. Ahora hay agencias de viajes que también están cerrando porque no pagan 
ese aval. Al Banco de Seguros del Estado le hicimos ver que una agencia de viajes organiza viajes terrestres, 
aéreos o marítimos, a China, a Japón, a Estados Unidos o a cualquier parte del mundo; pero nosotros 
hacemos nada más que transporte terrestre nacional y regional. 


Hemos pedido al señor Ministro que por favor saliera a controlar porque la población está desprotegida, pero 
no hay caso. En el decreto actual del Ministerio de Transporte y Obras Públicas se establece que se deberá 
presentar anualmente las constancias pedidas por el Ministerio de Turismo para realizar transporte turístico, 
pero no se pide y se da permiso a cualquiera. El otro día le decía al ingeniero Garagorry: "Pero usted está 
dando permisos para realizar excursiones internacionales a cualquier ómnibus que no está inscrito en el 
Ministerio de Turismo", y se los siguen dando. Allí es donde crece el informalismo; nosotros estamos en 
contra del informalismo, a muerte. ¿Sabe por qué? Porque a los que somos formales hasta hoy -no sé 
después- nos están matando nuestros propios colegas informales de transporte ocasional. 


De todos modos, este proyecto de decreto está invadiendo la línea regular en un terreno que no le 
corresponde, porque el transporte ocasional de turismo está reglamentado y está constituido en el país por un 
decreto del Ministerio de Transporte y Obras Públicas y del Ministerio de Turismo. Una cosa es el 
informalismo, que combatimos a muerte, pero lamentablemente no lo combaten quienes deben hacerlo. Y 
otra cosa es esto, que viene para cocinarnos, a pesar de que sea un proyecto y de que se estudie; esto nos 
cocina. 


SEÑOR AMARO CEDRÉS.- Nosotros vinimos a la Comisión para tratar un tema equis, que quedó 
claro. Si nos ponemos a polemizar de todo los demás, nos vamos a pasar diez días. No tengo problema 
de que conste en la versión taquigráfica todo lo que se dijo. Hago la salvedad de que no contesto cosas 
como la relativa a la eficiencia de los peajes en materia pública, porque creo eso no pertenece al tema y 


porque embarraríamos la cancha. Sería bueno encarar el motivo de la audiencia; los demás temas 
podríamos discutirlos en otra oportunidad. 


Quiero excusarme porque tendría que haberme ido hace quince minutos, pero no quise hacerlo para no tener 
la descortesía de no terminar de escuchar la exposición de los señores invitados. 


SEÑOR ALONSO.- Quiero aclarar al señor Diputado que no vine para hablar de ese tema, pero como 
se habla del informalismo, pretendo dejar claro cómo se produce. 


(Diálogos) 


SEÑOR AMARO CEDRÉS.- El objetivo es claro, pero uno no puede barrer con todo para analizar el 
informalismo. 


Coincido con el planteo original y la Comisión lo hará suyo para buscar una solución. 


SEÑORA DELPINO.- Debo decir al señor Diputado Rossi que se crea un órgano de control, pero en 
ningún momento se menciona que las instituciones más representativas del sector transporte turístico o 
transporte ocasional integren dicho órgano. Quiere decir que las agremiaciones representativas de los 
servicios regulares serán las que integren el órgano de control y, por ende, las que controlen los 
servicios no regulares. 


SEÑOR ROSSLI.- Al leer el capítulo de órganos de control, hice la pregunta respecto a qué gremiales 
estaban representadas porque creo que eso es lo que pone en evidencia que este proyecto de ley no es 
para la reglamentación del transporte de turismo y ocasional, sino para otra cosa. De lo contrario, no 
se justificarían las gremiales representadas que, como me imaginé, serían las que tienen organización 
de transporte regular. Pero yo voy más lejos. El Ministerio de Transporte y Obras Públicas y la 
Dirección Nacional de Transporte no necesitan crear un órgano de control porque tienen todas las 
competencias para cumplir con las funciones de control y para desarrollar el órgano que quieran sin 
necesidad de ninguna resolución complementaria. Es más: tienen que controlar. De hecho, figura que 
controlan; existen unidades dispuestas para el contralor. Por lo tanto, hasta me empiezo a preocupar 
de que este órgano de control comience también a seguir el mismo camino que el órgano de control que 
se creó para el transporte de carga, donde aparecen contratos para nuevos inspectores a fin de cumplir 
nuevas funciones. Todo esto ya existe, simplemente se hace o no; acá se está dando una nueva forma y 
creo que eso pone en evidencia cuál es la preocupación central de esta resolución. Da la impresión de 
que no logra un equilibrio -que es necesario siempre buscar- y que, por lo tanto, no va a eliminar el 
problema existente; a lo mejor genera otras consecuencias. Pero lo vamos a analizar. 


SEÑORA DELPINO.- Nosotros les dejamos también el proyecto de modificación del Decreto N* 230 
vigente, que fue presentado desde hace mucho tiempo ante el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas. Si bien en la nota que eleva el cuerpo técnico del Ministerio al señor Director Nacional de 
Transporte, ingeniero Facello, se dice que fue contemplado nuestro proyecto por parte de esta norma 
que analizamos hoy, en realidad, debo decir que no vimos para nada contempladas nuestras 
aspiraciones. 


SEÑOR ROSSI.- ¿Nos dejan el Decreto N* 230 vigente? 
SEÑORA PRESIDENTA.- Después lo conseguimos en Internet. 


El señor Lucas Facello va a concurrir la próxima semana a la Comisión. Podemos aprovechar la oportunidad 
para plantearle el tema y después darles una respuesta. 


SEÑOR ALONSO.- Queda claro que este es un proyecto; ellos le van a decir que no, que lo van a 
estudiar. Este es un decreto que va a ejecutar el Poder Ejecutivo, por eso vinimos al Poder Legislativo. 
Tenemos temor de que con esto...Entendieron, ¿no? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la información que nos han brindado y que nos hayan puesto 


al tanto de sus preocupaciones. La Comisión va a intercambiar opiniones con el Poder Ejecutivo para 
saber en qué medida este proyecto está para resolverse. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


